ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes antes de la Ley 954 de 2005, en proceso con vocación de doble instancia, dado que la cuantía de la demanda alcanzaba aquélla exigida para surtir la segunda instancia ante el Consejo de Estado (Decreto 597 de 1988).

FUENTE FORMAL: LEY 954 DE 2005 / DECRETO 597 DE 1988

PERJUICIO MORAL POR MUERTE / PERJUICIO MORAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PRUEBA DE PARENTESCO / HIJO / REGISTRO DE NACIMIENTO / PARENTESCO DE CONSANGUINIDAD / SISTEMA DE REGLAS DE LA EXPERIENCIA / PRESUNCIÓN DE DAÑO MORAL / PRESUPUESTOS DE LA TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA

[E]stá acreditado que la muerte del señor (…) causó daños morales a (…) quienes acreditaron su calidad de hijos (…) con los originales de las certificaciones de sus registros civiles de nacimiento (…), dado que como lo ha reiterado la Sala, la demostración del parentesco en el primer grado de consanguinidad entre la víctima y los demandantes, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que éstos sufrieron con la muerte de aquél. (…) [S]e condenará a la entidad pública demandada al pago de la indemnización correspondiente teniendo en cuenta para ese efecto los criterios establecidos en la sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se fijó en salarios mínimos legales mensuales vigentes el valor del perjuicio moral.

NOTA DE RELATORÍA: En relación con el reconocimiento del perjuicio moral ver sentencia del 6 de septiembre de 2001, Exp. 13232, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez y sentencia de 6 de septiembre de 2001, Exp. 15646, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / PERJUICIO MATERIAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PRESUNCIÓN DE QUE TODA PERSONA QUE SE ENCUENTRE EN EDAD PRODUCTIVA DEVENGA / APLICACIÓN DE PRESUNCIÓN DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES / GASTOS DE SOSTENIMIENTO DE LA VÍCTIMA - Reducción de la condena

En el proceso se acreditó con los testimonios (…) que el señor (…) desarrollaba una actividad lícita al momento de su fallecimiento. (…). Si bien no existe prueba del salario que percibía, se presume que por lo menos recibía un salario legal mínimo. Como quiera que (…)  acreditaron la condición de hijos (…) se les reconocerá perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante hasta la fecha en la que cumplirían 25 años de edad, momento hasta el cual tiene determinada la jurisprudencia, que se infiere que los padres atienden a la manutención económica de los hijos. La liquidación se realizará con fundamento en los siguientes parámetros: Renta (…) que corresponden al salario mínimo mensual vigente (…) incrementado en un 25% por prestaciones sociales; del total obtenido se deduce el 25% que se presume que la víctima dedicaba a su propio sostenimiento.
LESIONES PERSONALES AL CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / USO DE ARMAS DE FUEGO / LESIONES FÍSICAS / DAÑO A LA SALUD / PERJUICIO FISIOLÓGICO / ALTERACIÓN EN LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA / DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN / DAÑO EXTRAPATRIMONIAL / CONCEPTO DE DAÑO A LA SALUD / PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / RECONOCIMIENTO DEL DAÑO A LA SALUD

En relación con el daño a la salud, la Sala ha considerado que tratándose de lesiones que producen alteraciones físicas que afectan la calidad de vida, es viable conceder una indemnización adicional a la que se reconoce por el perjuicio moral, daño extrapatrimonial que ha sido denominado por la doctrina como perjuicio fisiológico, alteración grave de las condiciones de existencia o daño a la vida de relación y que consiste en la afectación extrapatrimonial que se causa en la vida exterior de la persona, en cuanto a la imposibilidad de desarrollarse en el medio social en el que convive, o la incapacidad que se genera para el desarrollo de actividades placenteras, que son consecuencia de una lesión física o una alteración  síquica. En el sub lite, se acreditó que (…) [la señora] (…) sufrió unas heridas con arma de fuego que le generaron unas secuelas de carácter permanente, consistentes en unas lesiones en el ojo y brazo derecho, las cuales le generaron una pérdida de la capacidad laboral de un 70.75%,(…) La actora durante el resto de su vida tendrá esa limitación visual y de movilidad de su brazo derecho, lo que le dificultará y limitará llevar a cabo otra serie de actividades propias del desarrollo personal.

NOTA DE RELATORÍA: En relación con los presupuestos para configuración del daño a la salud, ver sentencia del 14 de septiembre de 2011, Exp. 19031, C.P. Enrique Gil Botero y sentencia de 24 de marzo de 2011, Exp. 19032, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.

LESIONES PERSONALES AL CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / PERJUICIO MATERIAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN POR PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / PRESUNCIÓN DE QUE TODA PERSONA QUE SE ENCUENTRE EN EDAD PRODUCTIVA DEVENGA / MADRE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / APLICACIÓN DE PRESUNCIÓN DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES / CÁLCULO DE LA VIDA PROBABLE DE LA PERSONA

[A]unque no obra prueba en el expediente que acredite que la señora (…) ejerciera una actividad económica, hay lugar a reconocerle indemnización por el lucro cesante, desde la fecha de los hechos, por cuanto está acreditado que en ese momento tenía 17 años de edad y era madre (…), lo que permite inferir que se encontraba en una edad económicamente productiva y que por su condición de madre debía desempeñar una actividad que le permitiera velar por su subsistencia y por la de su hija. La liquidación se realizará con fundamento en los siguientes parámetros: se tomará como base el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la sentencia (…), incrementado en un 25% correspondiente a las prestaciones sociales. (…) Se tomará el 100% del salario base de liquidación, como quiera que la incapacidad sufrida por la demandante es superior al 50%. Periodo a indemnizar (…) Para el momento de los hechos, la vida probable de la señora (…), conforme a las Tablas de Mortalidad expedidas por la Superintendencia Financiera.

LESIONES PERSONALES AL CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / PERJUICIO MATERIAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / DAÑO EMERGENTE / GASTOS MÉDICOS / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE

A título de daño emergente este demandante solicitó el reconocimiento de la suma (…) cancelada (…) con ocasión de los gastos que sufragó por la prestación del servicio médico. 

DAÑO A VEHÍCULO / PERJUICIO MATERIAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL / DAÑO EMERGENTE / PRUEBA DE LA POSESIÓN / PROPIEDAD DE VEHÍCULO / PROPIETARIO DEL VEHÍCULO / PRUEBA DE LA PROPIEDAD DE VEHÍCULO / PRUEBA TESTIMONIAL / TESTIMONIO / DAÑO A VEHÍCULO / PRUEBA ANTICIPADA / PRÁCTICA DE LA PRUEBA ANTICIPADA / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA ANTICIPADA / INSPECCIÓN JUDICIAL / COPIA AUTÉNTICA DE DOCUMENTO / COPIA DEL ACTA DE INSPECCIÓN JUDICIAL / PRUEBA PERICIAL / VALORACIÓN DEL DICTAMEN PERICIAL / DEMANDADO - Representación / PROCURADOR JUDICIAL / ACREDITACIÓN DEL DAÑO EMERGENTE / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE
Para acreditar el daño emergente por los daños causados a ese automotor, se aportaron con la demanda copias auténticas de una inspección judicial y de un dictamen pericial, practicados como pruebas anticipadas por el Juzgado Civil Municipal (…), pruebas que podrán ser valoradas porque se practicaron con la citación de la demandada, cuya representación estuvo en cabeza del Procurador (…), en virtud de lo previsto en el artículo 10 del la Ley  25 de 1974, vigente para el momento de la practica de las pruebas (…). En la inspección judicial practicada por el Juzgado Civil Municipal de Apartadó se dejó constancia de que el vehículo (…) se encontraba “...en un estado inservible para su uso ordinario (...) Dado que la inspección judicial y el dictamen pericial son coincidentes en la descripción de los daños sufridos por el vehículo (…) y que al dictamen se anexaron los soportes correspondientes, se concluye la acreditación del daño emergente sufrido por el señor (…), como poseedor del citado automotor, con ocasión de las averías sufridas.

FUENTE FORMAL: LEY 25 DE 1974 - ARTÍCULO 10

DOCUMENTO PERIODÍSTICO / PERIÓDICO / VALOR PROBATORIO DE DOCUMENTO PERIODÍSTICO - Improcedente / REQUISITOS DE LA PRUEBA TESTIMONIAL
Precisa la Sala que para acreditar los hechos, la parte demandante trajo como prueba varios recortes de lo que aparenta ser una publicación de un periódico, pegados en una hoja, sin que haya acompañado certificación del diario El Colombiano, en la que se afirme que se publicó el recorte que se anexa. Tales recortes de prensa carecen de cualquier valor por las condiciones en que fueron traídos al proceso. Además cabe reiterar que la información publicada en un diario, no puede ser considerada dentro de un proceso como una prueba testimonial, dado que carece de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio, en particular porque no fue suministrada ante un funcionario judicial, no fue rendida bajo la solemnidad del juramento, ni el comunicador dio cuenta de su dicho (art. 227 C.P.C.), y por el contrario, éste tenía el derecho a reservarse sus fuentes. Estos recortes solo tienen valor probatorio para efectos de demostrar que esa fue la noticia que se publicó.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 227 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el valor probatorio de los recortes de prensa, ver sentencia de 15 de junio de 2000, Exp. 13338, C.P. Ricardo Hoyos Duque.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / CLÁUSULAS DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD AL ESTADO / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / RESPONSABILIDAD SUBJETIVA / FALLA DEL SERVICIO / RÉGIMEN OBJETIVO DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / DAÑO ESPECIAL / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / CAUSA DEL DAÑO / CAUSA EFICIENTE DEL DAÑO / HECHO DE LA VÍCTIMA / HECHO DE UN TERCERO

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños le sean imputables. Los criterios de atribución de responsabilidad en estos casos han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos títulos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la imputación del daño antijurídico al Estado, ver sentencia de 1 de octubre de 2008, Exp. 16920, C.P. Ruth Stella Correa Palacio y sentencia de 9 de junio de 2010, Exp. 18536, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.

DAÑO ANTIJURÍDICO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / HECHO DE UN TERCERO / CAUSA EXTRAÑA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO - Presupuestos / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / TEORIA DEL RIESGO CREADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / DAÑO OCASIONADO POR HECHO DEL TERCERO / TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / FALLA DEL SERVICIO / RÉGIMEN DE LA RESPONSABILIDAD OBJETIVA / TEORIA DEL RIESGO EXCEPCIONAL

Los daños antijurídicos causados por terceros ajenos al Estado, en tanto constitutivos de causa extraña, no le son imputables a éste, salvo cuando el hecho del tercero ha sido facilitado por el mismo Estado, por ejemplo, por haber omitido su deber de protección de los asociados o cuando tales daños constituyen la concreción del riesgo creado de manera consciente y lícita por el Estado, (…) Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio. También ha determinado la Sala la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el título de imputación de riesgo excepcional ver sentencias de 11 de diciembre de 1990, Exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, Exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, Exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, Exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, Exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, Exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, Exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, Exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, Exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, Exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, Exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández. En relación con la imputación de responsabilidad al Estado por daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la administración en cumplimiento del deber constitucional y legal, ver sentencia de 10 de agosto de 2000, Exp. 11518, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; en el mismo sentido, ver sentencia del 18 de octubre de 2000, Exp. 11834, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO - Presupuestos / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / ACTIVIDAD CRIMINAL DE UN TERCERO / OBJETIVO MILITAR / OBJETO DE LA POLICÍA NACIONAL / MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA - Personaje representativo / ACTO TERRORISTA - Ataques indiscriminados contra la población no son imputables al Estado / ATAQUES A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO INTERNO / FALLA DEL SERVICIO / TEORIA DEL RIESGO CREADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA
[L]os daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas.

NOTA DE RELATORÍA: En relación con los actos terroristas dirigidos contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal, ver sentencias de 23 de septiembre de 1994, Exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta y de 27 de enero 2000, Exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, ver sentencias de 15 de marzo de 1996, Exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, Exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, Exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, Exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, Exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, Exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, Exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, Exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, y sentencia de 23 de septiembre de 1994, Exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO ANTIJURÍDICO / MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / LESIONES PERSONALES AL CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / SUJETOS DEL CONFLICTO ARMADO / DAÑO A VEHÍCULO / GUERRILLA / ENFRENTAMIENTO ARMADO / ACTO TERRORISTA / ATAQUE TERRORISTA / GRUPO AL MÁRGEN DE LA LEY / POLICÍA NACIONAL / OPERATIVO POLICIAL / CONFLICTO ARMADO / CONFIGURACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / OBJETIVO MILITAR

Como quiera que quedó debidamente acreditado que la muerte de[l] (…) [señor] (…) las lesiones de (…) [la señora] (…) y los daños causados al vehículo (…), se produjeron en medio de una emboscada de la guerrilla a una patrulla de la Policía Nacional, que había acudido al lugar de los hechos al haber sido informada de la presencia de dichos insurgentes, se tiene entonces que tales daños son imputables a la entidad demandada a título de riesgo excepcional, en tanto la emboscada (…) fue un acto terrorista dirigido contra un objetivo militar de la insurrección, lo cual supuso la creación de un riesgo excepcional y grave para los ciudadanos.

DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO - Elevación del riesgo permitido / ENFRENTAMIENTO ARMADO / CONDICIÓN DE SUBVERSIVO / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO / RIESGO DEL SERVICIO POLICIAL - Debe ser superior al riesgo propio del servicio / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / MANTENIMIENTO DEL ORDEN PÚBLICO / LEGALIDAD DE LA OPERACIÓN MILITAR / CONFIGURACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS
Vale destacar que los daños causados durante una confrontación armada entre el Estado y un grupo subversivo, a las personas ajenas al conflicto, evidencian una elevación del riesgo normalmente permitido, y por tanto el daño es imputable al Estado, al margen de que el mismo no se demostrara como causado directamente por éste, sino durante el enfrentamiento, como quiera que la acción armada del Estado constituye uno de los riesgos más graves a los que se exponen las personas. Por lo tanto, aunque la confrontación armada sea legítima y no se demuestre que la Fuerza Pública causó directamente el daño, deberá el Estado indemnizar los perjuicios bajo el régimen objetivo de riesgo excepcional, por haber generado dichos riesgos. Por lo tanto, se trata, de un daño imputable a la demandada por cuanto correspondió a la concreción del riesgo excepcional a que se somete a los asociados con ocasión del enfrentamiento con grupos al margen de la ley en los que interviene la fuerza pública, daño que la población civil no está en el deber jurídico de soportar, lo cual lo erige en antijurídico. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá, D.C., quince (15) de noviembre de dos mil once (2011)

Radicación número: 05001-23-26-000-1995-00640-01(20118)

Actor:
LUZ MARINA FLÓREZ VARGAS Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por las partes en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, el 25 de agosto de 2000, mediante la cual se accedió a las súplicas de la demanda. La sentencia recurrida, la cual será modificada, dice:

“1. Declárese a la Nación Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, administrativamente responsable por los daños y perjuicios causados a Claudia Patricia Ospina Valenzuela, Cindy Cristina Cornelio Ospina, Sigifredo Ospina García, Marleny Valenzuela Tuberquia, víctima, hija y padres en su orden por las lesiones ocasionadas a Claudia Patricia Valenzuela en hechos ocurridos en (sic) 9 de mayo de 1993 en jurisdicción de Municipio de Necoclí.

2. Como consecuencia de la anterior declaración se condena a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional- a pagar a Claudia Patricia Valenzuela, por concepto de perjuicios morales la cantidad de quinientos (500) gramos de oro puro; por perjuicio fisiológico la suma de mil (1000) gramos de oro puro; por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente la suma de diez millones trescientos cuarenta mil doscientos quince pesos ($10.340.215.oo); y en la modalidad de lucro cesante la suma de cincuenta y cuatro millones seiscientos cincuenta y tres mil ochenta y dos pesos ($54.653.082.oo). La equivalencia en pesos de la condena en gramos oro se determinará por el precio que certifique el Banco de la República a la ejecutoria del fallo.

3. Se condene a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional- a pagar a Cindy Cristina Cornelio Ospina (hija), Sigifredo Ospina García (padre) y Marleny Valenzuela Tuberquia (madre), por concepto de perjuicios morales, la cantidad de trescientos (300) gramos de oro puro; para cada uno, al valor que tenga dicho material al momento de la ejecutoria de la sentencia.

4. Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

5. No se condena en costas debido a que no se causaron.

6. A esta sentencia se le dará la aplicación en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A.”

ANTECEDENTES PROCESALES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, el 9 de mayo de 1995, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, los grupos familiares que a continuación se relacionan, formularon demanda para que se declarara la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la muerte de Juan Félix Ramos Berrio, por las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela y por los daños causados al vehículo de propiedad del señor Mario Gallego Aguirre, en hechos ocurridos el 9 de mayo de 1993 en el municipio de Necoclí, Antioquia, así:

1) Por la muerte de Juan Félix Ramos Berrio, demandaron: la señora Luz Marina Flórez Vargas, actuando en nombre propio y en representación de sus hijos Deysi y Juan Carlos Ramos Flórez, el señor Emiro Ramos Romero y los menores Oscar Darío, Juan Bautista y Nini Johana Ramos Pérez, representados por su madre Dévora Pérez Arroyo, quien no es parte en el presente proceso.

2) Por las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela, demandaron la directamente lesionada, quien actúa en nombre propio y en representación de su hija Cindy Cristina Cornelio Ospina y los señores Sigifredo Ospina García y Marleny Valenzuela Tuberquia.

3) El señor Mario Gallego Aguirre formuló demanda por los daños causados al vehículo de su propiedad de placas LEA-794.

A título de indemnización, se solicitó en la demanda el reconocimiento de los siguientes perjuicios:

- Para el grupo familiar del señor Juan Félix Ramos: (i) a título de perjuicios morales la suma equivalente a 1000 gramos de oro para cada uno de los demandantes (ii) por perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, por la supresión de la ayuda económica que les suministraba a Luz Marina Flórez Vargas, Deisy Esther y Juan Carlos Ramos Flórez, Oscar Darío, Juan Bautista y Nini Johana Ramos Pérez.

- Para Claudia Patricia Ospina Valenzuela y su familia: i) a título de perjuicios morales la suma equivalente a 1000 gramos de oro para cada uno de los demandantes; (ii) por perjuicios fisiológicos o a la vida de relación a favor de Claudia Patricia la suma equivalente a 1000 gramos de oro y (iii) por perjuicios materiales a favor de Claudia Patricia, en la modalidad de daño emergente la suma de $3.373.672 por los gastos de atención médica a raíz de sus lesiones y en la modalidad de lucro cesante “...las sumas de dinero que cubran la pérdida del ochenta por ciento (80%) de su capacidad laboral”  las que estimó en $18.458.167.

- Para el señor Mario Gallego Aguirre por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente la suma de $1.892.050.

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son, en resumen, los siguientes: 

Que el domingo 9 de mayo de 1993 “...las autoridades detectaron una columna de unos 200 guerrilleros que se movilizaban entre los municipios de Necoclí y Arboletes, en el Departamento de Antioquia, cuestión que fue inmediatamente puesta en conocimiento del Comandante de la Estación de Policía de este último municipio, Capitán Jesús Navarro Bervel, quien en forma apresurada salió al encuentro de los alzados en armas, utilizando para ello varios vehículos particulares, entre otros el distinguido con las placas LEA-794, de propiedad de Mario Gallego Aguirre, conducido por Juan Félix Ramos Berrio”.

Que la imprudencia del Capitán Navarro Bervel llevó a que la patrulla de la Policía Nacional fuera emboscada en el sitio denominado “Las Changas” en el municipio de Necoclí, en la que murió el señor Juan Félix Ramos Berrio, fue lesionada la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela y resultó averiado el vehículo automotor de placas LEA-794 de propiedad del señor Mario Gallego Aguirre.

3. La oposición de la demandada
La Nación-Ministerio de Defensa aseguró que no le constaban las circunstancias precisas que rodearon los hechos de la emboscada, las lesiones y las muertes ocurridas, por lo cual se opuso a las pretensiones de la demanda.

4. La sentencia recurrida

El Tribunal a quo accedió a algunas de las súplicas de la demanda con fundamento en el régimen de riesgo excepcional, al encontrar acreditado que el 9 de mayo de 1993, en la emboscada subversiva que se llevó a cabo en el lugar denominado “Las Changas” en el municipio de Necoclí, se encontraban los señores Juan Félix Ramos Berrio, quien falleció y Claudia Patricia Ospina Valenzuela, quien resultó lesionada, así como el vehículo de propiedad del señor Mario Gallego Aguirre.

Negó el reconocimiento de perjuicios para la señora Luz Marina Flórez Vargas en consideración  a que no se probó la relación de convivencia entre ella y Juan Félix. También negó la indemnización reclamada por: Deysi Esther y Juan Carlos Ramos Flórez y Oscar Darío, Nini Johana y Juan Bautista Ramos Pérez, Emiro Ramos Romero, por cuanto no acreditaron que eran hijos reconocidos de Juan Félix. 

Igualmente negó los perjuicios materiales solicitados por el señor Mario Gallego Aguirre, al no haber demostrado su calidad de propietario del vehículo que resultó averiado en la emboscada.

5. Lo que se pretende con la apelación

5.1 La parte demandada manifestó que no obra prueba en el expediente de que el vehículo del señor Mario Gallego “...hubiere sido obligado a movilizar el personal uniformado, al respecto todo se basa en supuestos”. Señaló, que “...independientemente de donde hubieran provenido las balas”  las personas que viajaban en el vehículo “...por sí mismas asumieron un riesgo innecesario, toda vez que tenían conocimiento de lo que estaba ocurriendo y omitieron tomar las medidas necesarias tendientes a evitarlo, bastaba una simple decisión de dar marcha atrás (...), pues en ningún momento fueron obligados a hacer el desplazamiento”.  Precisó, que “...tenían conocimiento del riesgo que implicaba transitar por la vía ese 9 de mayo y aún así lo quisieron asumir”.

5.2 El demandante aseguró que en los registros civiles de nacimiento de Deysi Esther y Juan Carlos Ramos Flórez, Emiro Ramos Romero, Oscar Darío, Juan Bautista y Nini Johana Ramos Pérez, consta que todos ellos son hijos del señor Juan Felix Ramos Berrio.

En cuanto a la negativa de reconocer perjuicios en favor de la señora Luz Marina Flórez Pérez, adujo que el hecho de que “...sea la madre extramatrimonial de los dos últimos hijos reconocidos por el señor Juan Félix Ramos Berrio, constituye un claro indicio de su condición de compañera permanente”.

Por último, señaló que la calidad de propietario del vehículo de placa LEA-794, se acreditó con la solicitud de la prueba anticipada en la que se anexó copia auténtica de la matrícula de propiedad de dicho vehículo. 

6. Actuación en segunda instancia

Del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones hizo uso el demandado. Afirmó, que “...si bien se encuentra establecido el daño sufrido por los ciudadanos que reclaman bajo circunstancias de conflicto bélico con la subversión” el  a quo debió disminuir la condena por el hecho de un tercero.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia  

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes antes de la Ley 954 de 2005, en proceso con vocación de doble instancia, dado que la cuantía de la demanda alcanzaba aquélla exigida para surtir la segunda instancia ante el Consejo de Estado (Decreto 597 de 1988)
.

2.
De la responsabilidad de la demandada

Se anticipa que la decisión adoptada por el a quo habrá de modificarse con fundamento en las siguientes consideraciones.

2.1
El daño que se imputa a la demandada
2.1.1. El daño sufrido por la muerte de Juan Félix Ramos Berrío:
2.1.1.1 Está demostrado con la certificación del registro civil de defunción, que el señor Juan Félix Ramos Berrío falleció el 9 de mayo de 1993 (fl. 13 c. 1)
.

2.1.1.2 Igualmente, está acreditado que la muerte del señor Juan Félix Ramos Berrío causó daños morales a Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Emiro Ramos Romero, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez, quienes acreditaron su calidad de hijos de Juan Félix con los originales de las certificaciones de sus registros civiles de nacimiento (fl. 14-19 c. 1), dado que como lo ha reiterado la Sala, la demostración del parentesco en el primer grado de consanguinidad entre la víctima y los demandantes, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que éstos sufrieron con la muerte de aquél. 

En cuanto a la señora Luz Marina Flórez Vargas, quien se presentó al proceso en calidad de compañera permanente de Juan Félix Ramos Berrío, encuentra la Sala que en el proceso está demostrado el hecho de que Deysi Esther y Juan Carlos Ramos Flórez, son hijos de ella y de Juan Felix, lo cual permite inferir que la señora Flórez Vargas mantenía lasos de afecto y cercanía con el lesionado y por tanto la afectación moral que su muerte le causó. No sucede lo propio con lo perjuicios materiales reclamados por esta demandante, dado que no demostró su convivencia con la víctima, ni que este atendiera a su sostenimiento económico. 

2.1.1.3 Se solicitó en la demanda el reconocimiento de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de Luz Marina Flórez Vargas, Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez, con fundamento en la pérdida de la ayuda económica que les brindaba Juan Félix.

En el proceso se acreditó con los testimonios de los señores Diego Varela Argel (fl. 106-107 c. 1) y José de Jesús Alvarino Martínez (fl. 127 c. 1) que el señor Juan Félix desarrollaba una actividad lícita al momento de su fallecimiento. El primero de los testigos afirmó que la víctima se desempeñaba como gallero y el segundo lo identificó como el conductor del señor Mario Gallego Aguirre, propietario del vehículo de placas LEA-794, que se señaló en la demanda como aquel que resultó averiado en la emboscada de 9 de mayo de 1993 en el municipio de Arboletes. Si bien no existe prueba del salario que percibía, se presume que por lo menos recibía un salario legal mínimo.

Como quiera que Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez,  acreditaron la condición de hijos de Juan Félix Ramos Berrío, se les reconocerá perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante hasta la fecha en la que cumplirían 25 años de edad, momento hasta el cual tiene determinada la jurisprudencia, que se infiere que los padres atienden a la manutención económica de los hijos.

En cuanto a Emiro Ramos Romero, hijo de Juan Félix, no hay lugar a reconocer este perjuicio, dado que no se solicitó en la demanda. 

2.1.2 El daño sufrido por las lesiones causadas a Claudia Patricia Ospina Valenzuela:

2.1.2.1 Las lesiones sufridas por la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela, el 9 de mayo de 1993, ocasionadas con arma de fuego, se acreditaron con las siguientes pruebas.

- Copia auténtica de la historia clínica de la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela, realizada por la Clínica Medellín, en la que consta que estuvo hospitalizada del 11 de mayo al 17 de junio de 1993, al haber sufrido heridas por arma de fuego “...en M Sup Dcho y ojo el domingo pasado. Fue intervenida qx en hosp de Montería. Le hallaron hda de vena humeral y arteria humeral con trauma. Le practicaron interposición de vena en arteria humeral y reparación de vena humeral. Además hda esclerocorneal la cual fue suturada y fx de húmero y codo”  (fl. 25-44 c. pruebas). 

Si bien esta historia clínica da cuenta del ingreso de Claudia Patricia desde el 11 de mayo de 1993, lo cierto es que en la misma se consagró que el domingo anterior, ella había sufrido una herida con arma de fuego, esto es, el 9 de mayo del mismo año, lo cual además se reafirma en el hecho de que había sido previamente atendida en el Hospital de Montería.

- Original del Concepto Médico Laboral 412 proferido por la Dirección Regional de Trabajo  y Seguridad Social de Antioquia, en el que se concluyó que las heridas propinadas con arma de fuego en el miembro superior derecho, consistentes en múltiples cicatrices, pseudoartrosis muy laxa a nivel del tercio medio, pérdida de tejido óseo con disminución de la longitud del brazo, gran atrofia muscular, no funcionalidad de la extremidad, anestesia en el dorso del antebrazo y en ojo derecho le generó un leucoma corneal,  lo que le produjo una merma definitiva en su capacidad laboral de un 70.75% (fl. 130-131 c. 1). 
2.1.2.2 Está acreditado que la lesión sufrida por Claudia Patricia Ospina Valenzuela le causó daños morales a ella y a los demandantes, quienes acreditaron el parentesco que los une con la lesionada, así:

- Sigifredo Ospina García y Marleny Valenzuela Tuberquia acreditaron ser sus padres con la copia auténtica de la certificación del registro civil de nacimiento de Claudia Patricia Ospina (fl. 20 c. 1).

- Cindy Cristina Cornelio Ospina demostró ser su hija según da cuenta la copia auténtica de la certificación del registro civil de nacimiento (fl. 21 c. 1).

La demostración del parentesco, en el primero grado de consanguinidad, unido a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que los demandantes sufrieron con las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela. 

2.1.2.3 En la demandada se solicitó el reconocimiento de los perjuicios fisiológicos sufridos por Claudia Patricia Daño.
En relación con el daño a la salud
, la Sala ha considerado que tratándose de lesiones que producen alteraciones físicas que afectan la calidad de vida, es viable conceder una indemnización adicional a la que se reconoce por el perjuicio moral, daño extrapatrimonial que ha sido denominado por la doctrina como perjuicio fisiológico, alteración grave de las condiciones de existencia o daño a la vida de relación y que consiste en la afectación extrapatrimonial que se causa en la vida exterior de la persona, en cuanto a la imposibilidad de desarrollarse en el medio social en el que convive, o la incapacidad que se genera para el desarrollo de actividades placenteras, que son consecuencia de una lesión física o una alteración  síquica.

En el sub lite, se acreditó que Claudia Patricia Ospina Valenzuela sufrió unas heridas con arma de fuego que le generaron unas secuelas de carácter permanente, consistentes en unas lesiones en el ojo y brazo derecho, las cuales le generaron una pérdida de la capacidad laboral de un 70.75%, según da cuenta el Concepto Médico Laboral 412 proferido por la Dirección Regional de Trabajo  y Seguridad Social de Antioquia, prueba a la cual se refirió la Sala. 

La actora durante el resto de su vida tendrá esa limitación visual y de movilidad de su brazo derecho, lo que le dificultará y limitará llevar a cabo otra serie de actividades propias del desarrollo personal.  Por lo anterior, las lesiones sufridas por Claudia Patricia permiten inferir el daño a la salud que padece.

2.1.2.4 Se solicitó el reconocimiento y pago de los perjuicios materiales sufridos por Claudia Patricia Ospina Valenzuela, en lo modalidad de lucro cesante y daño emergente.

En cuanto al lucro cesante, pidió las sumas que cubran la pérdida de la capacidad laboral. Precisa la Sala que aunque no obra prueba en el expediente que acredite que la señora Claudia Patricia ejerciera una actividad económica, hay lugar a reconocerle indemnización por el lucro cesante, desde la fecha de los hechos, por cuanto está acreditado que en ese momento  tenía 17 años de edad y era madre de Cindy Cristina Cornelio Ospina, lo que permite inferir que se encontraba en una edad económicamente productiva y que por su condición de madre debía desempeñar una actividad que le permitiera velar por su subsistencia y por la de su hija. 

A título de daño emergente este demandante solicitó el reconocimiento de la suma de $3.373.672 cancelada a la Clínica Medellín con ocasión de los gastos que sufragó por la prestación del servicio médico. 

En relación con esta pretensión obran en el proceso las copias auténticas de las facturas n.° 0113592 del 11 de mayo de 1993 y n.°0118613 del 13 de agosto de 1993, expedidas por la Clínica Medellín, en las que se evidencia que canceló la sumas de $2.033.068 y $207.650, respectivamente, para un total de $2.240.718 (fl. 25-44 c. pruebas).

2.1.3 El daño sufrido por el señor Mario Gallego Aguirre:

2.1.3.1 En la demanda se pidió el reconocimiento y pago del daño emergente sufrido por el señor Mario Gallego Aguirre estimado en la suma de $1.892.050, correspondiente a las averías sufridas por el vehículo LEA-794, que alegó era de su propiedad.

Precisa la Sala que en el proceso obra prueba que acredita que el señor Gallego Aguirre ejercía  la posesión del vehículo automotor de placas LEA-794. Así se infiere del testimonio de Diego Varela Argel (fl. 106-107 c. 1), quien afirmó que el día de los hechos se encontró al citado señor, quien iba en ese vehículo y a quien identifica como su propietario.

Para acreditar el daño emergente por los daños causados a ese automotor, se aportaron con la demanda copias auténticas de una inspección judicial y de un dictamen pericial, practicados como pruebas anticipadas por el Juzgado Civil Municipal de Apartadó, pruebas que podrán ser valoradas porque se practicaron con la citación de la demandada, cuya representación estuvo en cabeza del Procurador Provincial de Apartadó, en virtud de lo previsto en el artículo 10 del la Ley  25 de 1974
, vigente para el momento de la practica de las pruebas (fl. 28-62 c. 1).

En la inspección judicial practicada por el Juzgado Civil Municipal de Apartadó se dejó constancia de que el vehículo de placas LEA-794 se encontraba “...en un estado inservible para su uso ordinario (...) presentando perforaciones provocadas con arma de fuego (...) le fueron destrozados partes esenciales del mismo” (fl. 36-37 c. 1).

Por su parte, el dictamen pericial evidenció que dicho automotor “...al parecer fue blanco de incontables impactos producidos por arma de fuego de alto y corto calibre lo que ocasionó que el vehículo chocara como se puede colegir de la torcedura y deformación de la defensa delantera” y se encontraran destruidos el tanque de la gasolina, el radiador, el Booxter, el ventilador del radiador, la batería, la tapa derecha de las válvulas, los dos rines delanteros, la bomba de la gasolina, la cojinería y la tapicería interior, el parabrisas panorámico, la persiana, los vidrios de la puerta derecha y la ventanilla posterior y la puerta derecha. Se observaron perforaciones en la parte frontal, en el guardabarros derecho e izquierdo, la capota y las puertas izquierdas y derechas.

Se señaló que el dictamen se rindió un mes y medio después del 9 de mayo de 1993.

Los peritos estimaron el daño emergente en la suma de $1.892.050, que corresponde al valor de los diferentes componentes del vehículo ($1.633.100), la mano de obra ($80.000), la tapicería general ($175.000) e incluyeron el valor de las fotografías que tomaron del vehículo ($3.950), para lo cual se anexaron las respectivas cotizaciones, salvo lo relacionado con la mano de obra (fl. 39-51 c. 1).

Dado que la inspección judicial y el dictamen pericial son coincidentes en la descripción de los daños sufridos  por el vehículo de placas LEA-794 y que al dictamen se anexaron los soportes correspondientes, se concluye la acreditación del daño emergente sufrido por el señor Mario Gallego Aguirre, como poseedor del citado automotor, con ocasión de las averías sufridas el 9 de mayo de 1993.

Observa la Sala que en la cotización de Servi-Renault del 17 de junio de 1993, se incluyó, además, el valor correspondiente a la tapicería por la suma de $85.000, sin especificar los ítems que se cubrían por este concepto (fl. 43 c. 1), y en cambio en la cotización del Taller de Tapicería Tapizautos se contempló la tapicería general del vehículo por la suma de $175.000 y se describieron los ítems que cubre la misma, así: asientos, tapetes, techo y puertas (fl. 45 c. 1). Por esta razón, no se tendrá en cuenta, para efectos de la liquidación, el valor contemplado en la primera de estas cotizaciones por concepto de tapicería, como quiera que no resulta claro si la misma cubría la tapicería general del vehículo y por tanto se tomará el valor contemplado en la segunda cotización. Así las cosas, el monto acreditado como daño emergente asciende a la suma de $1.812.050 y no a la suma de $1.892.050, como se afirmó en la demanda.
2.2. Imputación del daño a la entidad pública demandada

La parte actora imputa a la entidad pública demandada la muerte del señor Juan Félix Ramos Berrío, las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela y los daños del vehículo particular de placas LEA-794, en tanto afirma que se produjeron como consecuencia de una emboscada de la guerrilla a una patrulla de la Policía Nacional que se transportaba en el citado vehículo, el cual fue previamente abordado por los agentes de la demandada al haber tenido conocimiento de la presencia de miembros de la guerrilla entre el municipio de Necoclí y Arboletes.

Para efectos de estudiar la responsabilidad de la entidad demandada, se establecerán en primer lugar las pruebas que resultan evaluables sobre las circunstancias en las que se produjeron la muerte del señor Juan Félix Ramos Berrío, las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela y los daños del vehículo particular de placas LEA-794 y después se analizarán los hechos demostrados con el fin de determinar si ese daño es imputable a la entidad demandada. 

A efectos de verificar tales afirmaciones se apreciarán los documentos que en original y en copia auténtica fueron aportados al proceso, así como los testimonios rendidos por José de Jesús Alvarino Martínez y Diego Varela Argel.

Precisa la Sala que para acreditar los hechos, la parte demandante trajo como prueba varios recortes de lo que aparenta ser una publicación de un periódico, pegados en una hoja, sin que haya acompañado certificación del diario El Colombiano, en la que se afirme que se publicó el recorte que se anexa. 

Tales recortes de prensa carecen de cualquier valor por las condiciones en que fueron traídos al proceso. Además cabe reiterar que la información publicada en un diario, no puede ser considerada dentro de un proceso como una prueba testimonial
, dado que carece de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio, en particular porque no fue suministrada ante un funcionario judicial
, no fue rendida bajo la solemnidad del juramento, ni el comunicador dio cuenta de su dicho (art. 227 C.P.C.), y por el contrario, éste tenía el derecho a reservarse sus fuentes. Estos recortes solo tienen valor probatorio para efectos de demostrar que esa fue la noticia que se publicó (fl. 27 c. 1). 

El acervo probatorio así conformado, permite tener por acreditados los siguientes hechos:

2.2.1 El 9 de mayo de 1993, en el sector denominado Las Changas, en la jurisdicción del municipio de Necoclí, Antioquia, se produjo una emboscada de la guerrilla  a una patrulla de la Policía Nacional que se transportaba en un vehículo particular. De lo anterior dan cuenta las siguientes pruebas:

-  Copia auténtica del informe del Sexto Distrito Arboletes, Departamento de Policía Córdoba, mediante el cual el Capitán Jesús Navarro Verbel informó al Comandante del Departamento de Policía, lo siguiente:

“...El día 09-05-93, siendo aproximadamente las 08:00, recibí la información  que en la vía que de ésta conduce a Necoclí se encontraba un grupo subversivo efectuando retén al frente de la Hacienda La Fortuna ubicada a 18 kilómetros aproximadamente, se evaluó y se constató la información, estableciéndose  que el grupo subversivo se encontraba en el corregimiento Las Changas jurisdicción  de Necoclí límite de la jurisdicción del Sexto Distrito, fue entonces cuando procedí a desplazarme hasta ese lugar, después de instruir ampliamente al personal y distribuirlos en cuatro vehículos marca Baz y el campero Nissán asignado a la estación. Ordené al CS. López Alarcón Gonzalo, que se desplazara en el último vehículo como grupo de cierre y apoyo puesto que yo abordaría el primer vehículo con el fin de dar el golpe de mano. En el recorrido se fueron parando los vehículos particulares y de servicio público que venían hacia Arboletes donde nos confirmaban que el grupo subversivo se encontraba en Las Changas ubicados en diferentes partes del corregimiento ingiriendo licor. Así mismo, una vez obtenida nueva información para los vehículos que me acompañaban y le daba a conocer al personal la última información obtenida para que estuvieran concientizados y preparados para cumplir con la misión. Ya en el lugar de los hechos aproximadamente a las 14:00 horas, observé dos guerrilleros sentados en una mesa, le dije al personal del primer vehículo que me acompañaba que estuvieran tranquilos que no les dispararan que nos fuéramos por detrás para cogerlos de espaldas, pero el personal del segundo vehículo a disparar dándose inicio al combate, ya que ellos no tenían centinelas; procedía a dispararles a los dos subversivos que había visto, observé que cayeron, seguidamente disparé a otros subversivos que salieron de una casa, de igual forma lo vi caer, procedí entonces atrincherándome en una cuneta desde donde inicié a disparar ya que era el más cercano a los subversivos y el ataque lo estaba recibiendo por todos los lados, le dije al Ag. López Ángel Émerson, que se encontraba a unos cinco metros atrás de mí que me cubriera pues iba a salir de la cuneta donde estaba atrincherado porque allí me iban a matar, salí de ese sitio en codos me desplacé unos metros hacia atrás a otra cuneta construida en concreto. En ese desplazamiento observé a los Agentes  Rosero Díaz Gerardo y Rosas Duarte Mario, boca abajo, heridos y quejándose mucho, traté de recuperar el fusil  y la granada de fusil que las tenía el Agente Rosero, pero no pude pues en ese momento lanzaron dos granadas de fusil y me dispararon en varias oportunidades. Luego en la cuneta llamé al suboficial para que me apoyara con su personal y el único que me respondió fue el Agente Oliveros Ortega Miguel, quien me manifestaba que estaba herido, le ordené que se amarrara un pañuelo en la herida y que retrocediera a buscar al Suboficial para que me apoyara; situación que no la logré. Posteriormente por las detonaciones de las armas me di cuenta que había quedado solo en compañía del señor Ag. Velásquez Hernández Víctor y el señor Elías Vaquero, éste último que me acompañaba como guía ya que él conocía el área. Desde las 15:00 hasta las 17:30 horas estuvimos los tres enfrentados con los subversivos que eran aproximadamente unos 60 hombres, por lo que el resto del personal había retrocedido. A las 17:45 horas aproximadamente a unos 8 metros de donde nos encontrábamos llegó un jefe guerrillero y le manifestó a sus hombres que bajaran que esto estaba ganado, al cual le disparé viéndolo caer, seguidamente los subversivos me lanzaron  dos granadas y cuatro de mano, todo quedó en silencio, aprovechando esta situación para desplazarnos por una cañada unos dos kilómetros hacia los potreros aledaños al corregimiento antes anotado. A las 18:15 horas escuchamos varias detonaciones al parecer estaban disparando de nuevo contra los cuerpos de los Agentes fallecidos hurtándoseles el material de guerra de dotación ya que a las 18:00 horas los agentes aún portaban sus materiales de guerra, puesto que no se les había permitido que se los llevara, luego nos ubicamos en la parte alta de un cerro donde permanecimos durante la noche, a las 05:00 horas del día 10-05-93, procedimos a desplazarnos hacia el camino de herradura que de Mulaticos La Fe conduce a Casa Negra con el fin de salir a la vía principal, fue entonces cuando a un kilómetro de Las Changas observé a un personal uniformado en la parte alta del cerro, dialogué con unos campesinos residentes de la zona donde nos encontrábamos quienes nos informaron que el personal armado era del Ejército que llegó el día 10-05-93, a las 06:00 horas. Envié un campesino para que le avisara al Comandante de la patrulla del Ejército para que viniera por nosotros, más o menos a un kilómetro de Mulaticos de la Fe donde el señor Capitán Vivas Comandante de una compañía del Batallón Coyará que nos fue a encontrar” (fl. 145-146 c. 1).

- Testimonio del señor Diego Varela Argel, quien afirmó en relación con los hechos, lo siguiente:

“...Resulta que yo estaba en Arboletes, estaba en unos negocios allá, cuando pasaba un amigo que se llama Mario Gallego, yo le dije que para dónde venía, me dijo que para Necoclí, yo le dije que me trajera, entonces más adelante habían (sic) dos o tres policías, y entonces le pusieron la mano al carro, entonces Mario Gallego les paró, entonces se montaron en el volco de la camioneta de Mario, y llegando a la finca Las Changas, resulta que ahí estaba la guerrilla, entonces habías (sic) otros policías más ahí, y había otro carro estacionado y nosotros pasamos por un lado y a lo que pasamos nos encendieron a disparos y yo me tuve que tirar y salí corriendo, de ahí salí más adelante, hasta que me recogiera otro carro, yo no supe más nada ahí, hasta el otro (sic), me dijeron que habían matado a Juan Félix y que habían herido a la niña Claudia que venía ahí, y que habían matado como tres policías. Preguntado: Díganos en qué parte del vehículo iba usted? Contestó: Yo iba en el volco. Preguntado: Díganos, a qué parte del vehículo se subieron los policías desde Arboletes? Contestó: Ellos se subieron en el volco también. Preguntado: Díganos, si los policías estaban uniformados, y que armas portaban? Contestó: Sí estaban uniformados y portaban armas largas Galil (...). Ellos decían que iban a perseguir guerrilla, que iban persiguiendo a la guerrilla para Necoclí pero que no sabían en qué sitio estaban, hasta que llegamos a ese lugar donde nos abaliaron” (fl. 106-107 c. 1).

- Testimonio del señor José de Jesús Alvarino Martínez, quien aseguró que se encontraba en el municipio de Arboletes el día de los hechos y afirmó en lo pertinente: 

“...Fuimos comisionados  por el Directorio Liberal Departamental que orienta el senador William Jaramillo Gómez del Municipio de Caucasia, el señor Mario Arrieta, Emilio Ruíz y Álvaro García a una manifestación política en el municipio de Arboletes de esto hace como cuatro años un día domingo eran como las dos o dos y media de la tarde nosotros nos regresamos para Caucasia en la salida del municipio de Arboletes había un oficial de la Policía y 15 agentes más parando los carros y metiendo de uno a dos agentes en cada vehículo que pasaba, en el vehículo que nosotros veníamos no meterieron (sic) agentes porque era muy pequeño el carro, los agentes decían que la guerrilla estaba cerca esto fue entre el Municipio de Arbolete y Necoclí en un sitio conocido como las Changas, nosotros éramos de los últimos en ese sitio había un agente gritando que no pasáramos porque la guerrilla nos había emboscado, había unos agentes muertos y heridos y unos civiles heridos, nos devolvimos para Arboletes ...” (fl. 127 c. 1).

Señaló que supo que se trató de un enfrentamiento entre la Policía y la guerrilla y que los agentes estaban uniformados y portaban armas automáticas. Aseguró, que no hubo coacción por parte de los agentes de la Policía sobre los conductores de los vehículos para transportar a los agentes.
- Copia auténtica del oficio de 26 de marzo de 1996, mediante el cual la Policía Nacional, Departamento de Policía de Córdoba, Estación Arboletes, afirmó que varios miembros de la institución fueron emboscados el 9 de mayo de 1993 en el sitio denominado Las Changas, dentro de quienes se encontraba el Capitán Jesús Navarro Verbel, quien rindió el informe anteriormente relacionado (fl. 56-60 c. pruebas).
2.2.2 La muerte de Juan Félix Ramos Berrío, las lesiones de Claudia Patricia Ospina Valenzuela y los daños causados al vehículo automotor de placas LEA-794, se produjeron como consecuencia de la emboscada de la guerrilla a la patrulla de la Policía Nacional del Sexto Distrito Arboletes, Departamento de Policía Córdoba, lo que se  acreditó con las siguientes pruebas:

- Copia auténtica del informe del Sexto Distrito Arboletes, rendido por el Capitán Jesús Navarro Verbel en el que informó que luego de ser rescatados por los miembros del Ejército Nacional:

“...Una vez en el comando de la estación se procedió a constatar novedades estableciéndose que fueron muertos los Agentes Rosero Díaz Gerardo, Rosas Duarte Mario, López Ángel Émerson, heridos los Agentes Oliveros Ortega Miguel y Suárez Hernández Nasser, así mismo dos civiles muertos y un herido...” (fl. 145-146 c. 1).

- Testimonio del señor Diego Varela Argel, quien aseveró que cuando iban llegando a la zona denominada Las Changas, en compañía de los agentes de la demandada, que junto a él iban montados en el volco del vehículo del señor Mario Gallego Aguirre, fueron emboscados por unos guerrilleros, quienes les dispararon. Relató que en la cabina del citado vehículo iban también Juan Félix y Claudia Patricia  (fl. 106-107 c. 1).

- Copia auténtica del oficio de 26 de marzo de 1996, de la Policía Nacional, Departamento de Policía de Córdoba, Estación Arboletes, en el que se señaló que se desconocían los automotores que fueron utilizados para esa operación  pero que se tenía información de que se usó el vehículo UAZ de placas LHI 703 conducido por el señor Plinio Bonoy. Aseveró, que en la emboscada resultaron muertos los agentes Gerardo Rosero Díaz, Mario Rosas Duarte y Émerson López Ángel y los civiles Juan Félix Ramos Berrío y Felipe González (fl. 56-60 c. pruebas). 

- Copia auténtica de la inspección judicial y el dictamen pericial practicados como pruebas anticipadas por el Juzgado Civil Municipal de Apartadó, en los que se encontró que el vehículo de placas LEA-794 presentaba varias perforaciones ocasionadas por impactos con arma de fuego (fl. 36-51 c. 1).

2.3 Responsabilidad del Estado por actos terroristas dirigidos en su contra

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños le sean imputables. Conforme a esta norma, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede derivarse frente a todos los daños antijurídicos que sufran las personas, ni siquiera frente a todos los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus servidores, porque en todo caso se requiere que tales daños le sean atribuibles
.

Los criterios de atribución de responsabilidad en estos casos han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos títulos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado. 

Los daños antijurídicos causados por terceros ajenos al Estado, en tanto constitutivos de causa extraña, no le son imputables a éste, salvo cuando el hecho del tercero ha sido facilitado por el mismo Estado, por ejemplo, por haber omitido su deber de protección de los asociados o cuando tales daños constituyen la concreción del riesgo creado de manera consciente y lícita por el Estado, por ejemplo, los daños producidos con ocasión de una actuación policiva dirigida a detener a un delincuente que huye armado, o los daños causados a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones. 

Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
. 

También ha determinado la Sala la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general. Ha dicho la Sala:

“En otros eventos (...) la imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

Para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal
.
Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley. Ha precisado la Sala:
“Si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como una forma de expresión, por sus propias características cierra las puertas a una posible responsabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad pública y como ya se ha dicho, los deberes del Estado, que son irrenunciables y obligatorios, no significan que sea por principio omnisciente, omnipresente ni omnipotente, para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia”
.

En síntesis, los daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas
.

2.4 En el caso concreto el daño es imputable al Estado a título de riesgo excepcional

Como quiera que quedó debidamente acreditado que la muerte de Juan Félix Ramos Berrío, las lesiones de Claudia Patricia Ospina Valenzuela y los daños causados al vehículo de placas LEA-794, se produjeron en medio de una emboscada de la guerrilla a una patrulla de la Policía Nacional, que había acudido al lugar de los hechos al haber sido informada de la presencia de dichos insurgentes, se tiene entonces que tales daños son imputables a la entidad demandada a título de riesgo excepcional, en tanto la emboscada ocurrida el 9 de mayo de 1993 en el municipio de Necoclí, Antioquia, fue un acto terrorista dirigido contra un objetivo militar de la insurrección, lo cual supuso la creación de un riesgo excepcional y grave para los ciudadanos.

Vale destacar que los daños causados durante una confrontación armada entre el Estado y un grupo subversivo, a las personas ajenas al conflicto, evidencian una elevación del riesgo normalmente permitido, y por tanto el daño es imputable al Estado, al margen de que el mismo no se demostrara como causado directamente por éste, sino durante el enfrentamiento, como quiera que la acción armada del Estado constituye uno de los riesgos más graves a los que se exponen las personas. Por lo tanto, aunque la confrontación armada sea legítima y no se demuestre que la Fuerza Pública causó directamente el daño, deberá el Estado indemnizar los perjuicios bajo el régimen objetivo de riesgo excepcional, por haber generado dichos riesgos.  

Por lo tanto, se trata, de un daño imputable a la demandada por cuanto correspondió a la concreción del riesgo excepcional a que se somete a los asociados con ocasión del enfrentamiento con grupos al margen de la ley en los que interviene la fuerza pública, daño que la población civil no está en el deber jurídico de soportar, lo cual lo erige en antijurídico. 

En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia recurrida en cuanto declaró la responsabilidad de la entidad demandada, por el daño sufrido por los demandantes en los hechos ocurridos el 9 de mayo de 1993.

3. Indemnización de perjuicios

3.1. Perjuicios morales

Como se señaló antes –en el acápite de la existencia del daño-, los demandantes acreditaron el perjuicio moral que sufrieron con la muerte del señor Juan Félix Ramos Berrío y con las lesiones de la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela por lo tanto, se condenará a la entidad pública demandada al pago de la indemnización correspondiente teniendo en cuenta para ese efecto los criterios establecidos en la sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se fijó en salarios mínimos legales mensuales vigentes el valor del perjuicio moral. 

3.1.1 Perjuicios morales ocasionados con la muerte del Juan Félix Ramos Berrío
Se reconocerá a favor Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Emiro Ramos Romero, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez, cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de ellos. En la misma cuantía será la indemnización por perjuicios morales para la señora Luz Marina Flórez Vargas.

3.1.2 Perjuicios morales ocasionados con las lesiones de Claudia Patricia Ospina Valenzuela

La Sala reconocerá en favor de Claudia Patricia Ospina Valenzuela, Sigifredo Ospina García,  Marleny Valenzuela Tuberquia y  Cindy Cristina Cornelio Ospina a título de indemnización por los perjuicios morales sufridos con ocasión de las lesiones de Claudia Patricia Ospina Valenzuela, el valor de setenta (70) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno, teniendo en cuenta el monto de las condenas impuestas por perjuicios morales en varias sentencias dictadas por la Sala
 en casos que guardan similitud en relación con la afección que sufre Claudia Patricia. 

3.2 Daño a la salud

Se reconocerá en favor de la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela el valor de setenta (70) salarios mínimos legales mensuales vigentes por el daño a la salud sufrido con ocasión de las lesiones que le fueron inferidas el 9 de mayo de 1993, monto que atiende a condenas impuestas por la Sala en casos similares
. 
3.3 Lucro cesante

3.3.1 Lucro cesante causado por la muerte de Juan Félix Ramos Berrío

Se reconocerá el lucro cesante en favor de Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez, hijos de Juan Félix Ramos Berrío.
La liquidación se realizará con fundamento en los siguientes parámetros:

Renta: $502.125: que corresponden al salario mínimo mensual vigente ($535.600)
, incrementado en un 25% por prestaciones sociales; del total obtenido se deduce el 25% que se presume que la víctima dedicaba a su propio sostenimiento. La suma restante, esto es $502.125, se divide entre los 5 hijos menores, con el fin de obtener la base para la liquidación del lucro cesante, el cual arroja como resultado la suma de $100.425 para cada uno.

-Período a indemnizar: Para Deysi Esther Ramos Flórez: desde el 9 de mayo de 1993 hasta el 24 de enero de 2005, fecha en la cual cumplió 25 años de edad
 (140.83 meses); para Juan Carlos Ramos Flórez: desde la misma fecha hasta el 5 de marzo de 2007, fecha en la que cumplió los 25 años de edad
 (165.8 meses); para Oscar Darío Ramos Pérez: desde la misma fecha hasta el 4 de octubre de 2003, fecha en la cual cumplió 25 años de edad
 (124.83 meses); para Juan Bautista Ramos Pérez: desde la misma fecha hasta el 7 de abril de 2004 fecha en la que cumplió los 25 años de edad
 (130.96 meses) y para Nini Johana Ramos Pérez: desde la misma fecha hasta el 16 de septiembre de 1981 fecha en la cual cumplió los 25 años de edad
 (160.23 meses).

- Para Deysi Esther Ramos Flórez:

Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $100.425
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 140.83 meses

S= $100.425   (1 + 0.004867)140.83 - 1
                    0.004867        

S= $20.248.165

Total lucro cesante en favor de Deysi Esther Ramos Flórez: la suma de veinte millones doscientos cuarenta y ocho mil ciento sesenta y cinco pesos ($20.248.165).

- Para Juan Carlos Ramos Flórez:

Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $100.425
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 165.8 meses

S= $100.425   (1 + 0.004867)165.8 - 1
                    0.004867        

S= $25.517.419

Total lucro cesante en favor de Juan Carlos Ramos Flórez: la suma de veinticinco millones quinientos diecisiete mil cuatrocientos diecinueve  pesos ($25.517.419).

- Para Oscar Darío Ramos Pérez:

Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $100.425
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 124.83 meses

S= $100.425   (1 + 0.004867)124.83 - 1
                    0.004867        

S= $17.192.543

Total lucro cesante en favor de Oscar Darío Ramos Pérez: la suma de diecisiete millones ciento noventa y dos mil quinientos cuarenta y tres pesos ($17.192.543).

- Para Juan Bautista Ramos Pérez:

Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $100.425
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 130.96 meses

S= $100.425   (1 + 0.004867)130.96 - 1
                    0.004867        

S= $18.335.266

Total lucro cesante en favor de Juan Bautista Ramos Pérez: la suma dieciocho millones trecientos treinta y cinco mil doscientos sesenta y seis  pesos ($18.335.266).

- Para Nini Johana Ramos Pérez:

Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $100.425
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 160.23 meses
S= $100.425   (1 + 0.004867)160.23 - 1
                    0.004867        

S= $24.286.055

Total lucro cesante en favor de Nini Johama Ramos Pérez: la suma veinticuatro millones doscientos ochenta y seis mil cincuenta y cinco  pesos ($24.286.055).

3.3.2 Lucro cesante causado por las lesiones de Claudia Patricia Ospina Valenzuela

Se reconocerá el lucro cesante en favor Claudia Patricia Ospina Valenzuela por las lesiones sufridas el 9 de mayo de 1993.

La liquidación se realizará con fundamento en los siguientes parámetros: se tomará como base el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la sentencia: $535.600
, incrementado en un 25% correspondiente a las prestaciones sociales. Por lo tanto, se tendrá en cuenta como base de liquidación la suma de $669.500. Se tomará el 100% del salario base de liquidación, como quiera que la incapacidad sufrida por la demandante es superior al 50%.

Periodo a indemnizar:

Para el momento de los hechos, la vida probable de la señora Claudia Patricia Ospina Valenzuela era de 60.33 años, esto es, 723.96 meses, ya que tenía para ese momento 17 años (fl. 20 c. 1), conforme a las Tablas de Mortalidad expedidas por la Superintendencia Financiera.

Liquidación:

-Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1

        i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $669.500

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde la fecha de los hechos (9 de mayo de 1993) hasta la fecha de la sentencia, esto es, 222 meses.

S= $$669.500 (1 + 0.004867)222   - 1
                  0.004867        

S= $266.639.634

-Indemnización futura.

Que abarca desde la fecha de la sentencia hasta la vida probable, esto es, 501.96 meses  

S = Ra (1 + i)n - 1
               i(1 + i)n
S = $669.500    (1+0.004867)501.96      -      1     


      0.004867 (1.004867)501.96  

S= $125.534.646
Total lucro cesante en favor de la lesionada Claudia Patricia Ospina Valenzuela: trescientos noventa y dos millones ciento setenta y cuatro mil doscientos ochenta pesos  ($392.174.280).

3.4 Daño emergente

3.4.1 Daño emergente en favor de Claudia Patricia Ospina Valenzuela

Se reconocerá por concepto de daño emergente en favor de Claudia Patricia Ospina Valenzuela, los gastos sufragados por ella a la Clínica Medellín por el tratamiento médico que recibió como consecuencia de las lesiones sufridas el 9 de mayo de 1993, los que  ascienden a la suma de $2.240.718, la cual será actualizada con base en la siguiente fórmula:

Vp = Vh  índice final       
                 índice inicial




Donde:

Vp: Valor presente de la renta: 

Vh: capital histórico o suma que se actualiza: $2.240.718
Índice final certificado por el DANE a la fecha de esta sentencia: 108.35

Índice inicial certificado por el DANE a la fecha de los hechos: 19.57

Vp = $2.240.718  108.35
                              19.57
Vp. = $12.405.815

Total daño emergente a favor de Claudia Patricia Ospina Valenzuela: doce millones cuatrocientos cinco mil ochocientos quince  pesos ($12.405.815).
3.4.2 Daño emergente en favor de Mario Gallego Aguirre 

Se reconocerá por concepto de daño emergente en favor de Mario Gallego Aguirre, el valor correspondiente a los daños sufridos por el vehículo de placas LEA-794, del cual demostró que era su poseedor, los que ascienden a la suma de $1.812.050, la cual será actualizada con base en la siguiente fórmula:

Vp = Vh  índice final       
                 índice inicial




Donde:

Vp: Valor presente de la renta: 

Vh: capital histórico o suma que se actualiza: $1.812.050
Índice final certificado por el DANE a la fecha de esta sentencia: 108.35

Índice inicial certificado por el DANE a la fecha de los hechos: 19.57

Vp = $1.812.050  108.35
                              19.57
Vp. = $10.032.479

Total daño emergente a favor de Mario Gallego Aguirre: diez millones treinta y dos mil cuatrocientos setenta y nueve  pesos ($10.032.479).
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

REVÓCASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Tercera de Decisión, el 25 de agosto de 2000 y en su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLÁRASE patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la muerte de Juan Félix Ramos Barrío, las lesiones sufridas por Claudia Patricia Ospina Valenzuela y los daños sufridos por el vehículo de placas LEA-794, de posesión de Mario Gallego Aguirre, por los hechos ocurridos el 9 de mayo de 1993 en el municipio de Necoclí, Antioquia.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios morales las siguientes cantidades: 

- Para Luz Marina Flórez Vargas, Deysi Esther Ramos Flórez, Juan Carlos Ramos Flórez, Emiro Ramos Romero, Oscar Darío Ramos Pérez, Juan Bautista Ramos Pérez y Nini Johana Ramos Pérez a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de ellos.

- Para Claudia Patricia Ospina Valenzuela, Sigifredo Ospina García,  Marleny Valenzuela Tuberquia y Cindy Cristina Cornelio Ospina a título de indemnización por perjuicios morales, el valor de setenta (70) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de ellos.

TERCERO: CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de daño a la salud a favor de Claudia Patricia Ospina Valenzuela, el valor de setenta (70) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

CUARTO: CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, a pagar las siguientes cantidades:

- Para Deysi Esther Ramos Flórez: la suma de veinte millones doscientos cuarenta y ocho mil ciento sesenta y cinco pesos ($20.248.165).

- Para Juan Carlos Ramos Flórez: la suma de veinticinco millones quinientos diecisiete mil cuatrocientos diecinueve  pesos ($25.517.419).

- Para de Oscar Darío Ramos Pérez: la suma de diecisiete millones ciento noventa y dos mil quinientos cuarenta y tres pesos ($17.192.543).

- Para Juan Bautista Ramos Pérez: la suma dieciocho millones trecientos treinta y cinco mil doscientos sesenta y seis  pesos ($18.335.266).

- Para Nini Johama Ramos Pérez: la suma veinticuatro millones doscientos ochenta y seis mil cincuenta y cinco  pesos ($24.286.055).

- Para Claudia Patricia Ospina Valenzuela: trescientos noventa y dos millones ciento setenta y cuatro mil doscientos ochenta pesos  ($392.174.280).

QUINTO: CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, a pagar las siguientes cantidades:

-Para Claudia Patricia Ospina Valenzuela: doce millones cuatrocientos cinco mil ochocientos quince  pesos ($12.405.815).

- Para Mario Gallego Aguirre: diez millones treinta y dos mil cuatrocientos setenta y nueve  pesos ($10.032.479).
SEXTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

SEPTIMO: La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   
OCTAVO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO          DANILO ROJAS BETANCOURTH

� La cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa en el año de 1995, fuera de doble instancia era de $9.610.000 y la mayor de las pretensiones asciende a la suma de $50.602.800 que corresponde al monto reclamado por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante para la señora Luz Marina Flórez Vargas.





� En el original de la certificación del registro civil de defunción del señor Juan Félix Ramos Berrío no se consignó la causa de la muerte.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de septiembre de 2011, expediente 19031, M.P. Enrique Gil Botero.


� “Artículo 10: Corresponde a los Procuradores Regionales actuar ante los Juzgados Civiles y Laborales como representantes de la Nación, en los procesos que contra ella se promueven, pudiendo delegar esta representación en los Personeros Municipales y en los abogados Auxiliares de sus propias dependencias...”


�En este mismo sentido, ver sentencia de 15 de junio de 2000, exp. 13.338. 





� Hay eventos en los cuales el testimonio no se rinde ante el funcionario judicial, como las declaraciones ante notario o alcalde (art.299) y la declaración por certificación en razón del cargo (art. 222 C.P.C). No obstante, en estos casos deben reunirse las formalidades legales previstas para que los mismos tengan valor probatorio dentro de los procesos.





� Se reiteran los planteamientos esgrimidos en las sentencia de la Sección Tercera de octubre 1 de 2008, exp. 16920 y junio 9 de 2010, exp. 18536, ambas con ponencia de quien proyecta este fallo. 


� Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández, entre otras.





� Sentencia del 10 de agosto de 2000, exp. 11518, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; en el mismo sentido, sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834, C.P. Alier Hernández.  





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta.





� Sentencia de 27 de enero 2000, exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, sentencias de 15 de marzo de 1996, exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras.





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta.





� Pueden consultarse las sentencias de 28 de septiembre de 2011, exp. 22124 y exp. 21739, con ponencia de quien proyecta este fallo, en las cuales se reconoció perjuicios morales derivados de lesiones corporales.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, del 24 de marzo de 2011, expediente 19032, Magistrado Ponente Dr. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Se toma el salario mensual vigente a esta fecha, por ser mayor que el salario indexado vigente para la época de la ocurrencia de los hechos (9 de mayo de 1993). 





� Deysi Esther nació el 24 de enero de 1980, según consta en el original de su registro civil de nacimiento (fl. 14 c. 1).





� Juan Carlos nació el 7 de marzo de 1982, de acuerdo con la certificación de su registro civil de nacimiento (fl. 15 c. 1).





� Oscar Darío nació el 4 de octubre de 1978, según da cuenta la certificación de su registro civil de nacimiento (fl. 17 c. 1). 


� Juan Bautista nació el 7 de abril de 1979, de acuerdo con la certificación de su registro civil de nacimiento (fl. 18 c. 1). 





� Nini Johana nació el 16 de septiembre de 1981, de conformidad con el certificado de su registro civil de nacimiento (fl. 19 c. 1). 


� Se toma el salario mensual vigente al no haberse acreditado el monto de los ingresos de la actora y a esta fecha, por ser mayor que el salario indexado vigente para la época de la ocurrencia de los hechos (9 de mayo de 1993). 





